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1.	 Principios y valores de la Unión Europea

La Unión Europea, como Comunidad de Derecho, se basa en una serie de valores y principios que, 
por un lado, son comunes a los Estados miembros y, por otro, son también propios de la Unión.

Es cierto que en los Tratados constitutivos de la Comunidades Europeas no existía una referencia 
explícita a los valores y principios en los que estas se sustentaban. El objetivo primordial era el 
mantenimiento de la paz. Como dice Jean Monnet en sus Memorias, era necesario empezar por el 
establecimiento de bases comunes de desarrollo económico, primero para el carbón y el acero, 
después en otros ámbitos, para poder avanzar hacia una Federación Europea indispensable para 
el mantenimiento de la paz.

En diciembre de 1973, en la Declaración de Copenhague, se establecieron por primera vez los ele-
mentos fundamentales de la identidad europea: democracia representativa, Estado de Derecho, 
justicia social y respeto de los derechos humanos.

Pero fue en el Tratado de Maastricht, que entró en vigor el 1 de noviembre de 1992, cuando los 
autores de los Tratados decidieron mencionar textualmente algunos de los principios básicos que 
la Unión debía respetar. Así, el artículo F del TUE establecía que la Unión estaba obligada a respe-
tar la identidad nacional de sus Estados miembros, siempre que sus sistemas de gobierno se basen 
en los principios democráticos y que respetará los derechos fundamentales.

Este artículo fue modificado por el Tratado de Ámsterdam declarando que la Unión se basa en 
los principios de libertad, democracia, respeto de los derechos humanos y de las libertades fun-
damentales y el Estado de Derecho, principios que son comunes a los Estados miembros. Esta 
reformulación significó un cambio importante, dado que la Unión no solo estaba vinculada por 
los principios establecidos, sino que su constitución descansaba sobre ellos.

En la actualidad y desde el Tratado de Lisboa, el artículo 2 TUE estipula que la Unión se funda-
menta en los valores de respeto de la dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, Estado de 
Derecho y respeto de los derechos humanos, incluidos los derechos de las personas pertenecien-
tes a minorías. Estos valores son comunes a los Estados miembros en una sociedad caracterizada 
por el pluralismo, la no discriminación, la tolerancia, la justicia, la solidaridad y la igualdad entre 
hombres y mujeres.

Estos valores definen la identidad misma de la Unión Europea como ordenamiento jurídico con 
características específicas, al proceder de una fuente autónoma, constituida por los Tratados, estar 
dotado de primacía sobre los Derechos de los Estados miembros y gozar de efecto directo toda 
una serie de sus disposiciones aplicables a sus nacionales y a ellos mismos.

Estas características han dado lugar a una red estructurada de principios, normas y relaciones 
jurídicas mutuamente interdependientes que vinculan recíprocamente a la propia Unión y a sus 
Estados miembros entre sí, los cuales están comprometidos en un proceso creador de una Unión 
cada vez más estrecha entre los pueblos de Europa.
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2.	 Estado de Derecho

2.1.	 Contenido

Como acabamos de decir, entre los valores sobre los que se fundamenta la Unión y que se encuen-
tran recogidos en el artículo 2 TUE, está el Estado de Derecho.

El concepto de Estado de Derecho emana, en primer lugar, de los ordenamientos jurídicos de los 
Estados miembros, para incorporarse después en los Tratados. Sin embargo, el carácter autónomo 
del Derecho de la Unión, independiente de los Derechos nacionales de los Estados miembros y 
del Derecho internacional, exige, como ha reconocido el Tribunal en el Dictamen 2/13, de 14 de 
octubre de 2014, relativo a la adhesión al Convenio Europeo de Derechos Humanos ( ECLI:EU-
:C:2014:2303), que este Derecho se interprete en el marco de la estructura y de los objetivos de 
la Unión, lo que ha llevado al Tribunal de Justicia a desarrollar el valor del Estado de Derecho de 
manera autónoma y a calificarlo, en la Sentencia de 16 de febrero de 2022, Polonia/Parlamento y 
Consejo, C-157/21 (ECLI:EU:C:2022:98), como valor común de la Unión y de los Estados miembros 
que forma parte de los propios fundamentos de la Unión y de su ordenamiento jurídico.

Al principio, las referencias al Estado de Derecho en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia se 
centraron más en la propia Unión que en los Estados miembros. Así, en la Sentencia de 23 de abril 
de 1986, Les Verts, 294/83 (ECLI:EU:C:1986:166), el Tribunal afirmó que la CEE es una Comunidad 
de Derecho, en la medida en que ni sus Estados miembros ni sus Instituciones pueden sustraerse 
al control de la conformidad de sus actos con la Carta constitucional fundamental que constituye 
el Tratado.

Esta afirmación del Tribunal significa, por un lado, que la acción de los Estados miembros y de 
las Instituciones se ejerce en el respeto de la jerarquía normativa en cuya cima se encuentra la 
Carta constitucional que son los Tratados y, por otro lado, que su acción se encuentra sometida al 
control jurisdiccional.

El Tribunal ha incluido, dentro del valor Estado de Derecho, principios jurídicos universales como 
la separación de poderes, la seguridad jurídica, la igualdad ante la Ley, el principio de legalidad, 
el control judicial y, sobre todo, la independencia judicial vinculada al derecho a una tutela judicial 
efectiva.

En cuanto al principio de separación de poderes y en relación con las propias Instituciones de la 
Unión, el Tribunal ha afirmado que este principio rige las relaciones entre las diferentes Institu-
ciones y caracteriza el funcionamiento de la Unión como Unión de Derecho, estando consagrado 
en el artículo 13, apartado 2,TUE, en virtud del cual cada Institución actuará dentro de los límites 
de las atribuciones que le confieren los Tratados, con arreglo a los procedimientos, condiciones y 
fines establecidos en los mismos.
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En relación con los Estados miembros, el Tribunal lo califica como principio que caracteriza el 
funcionamiento de un Estado de Derecho, habiéndose centrado en la necesidad de garantizar la 
independencia de los tribunales frente a los Poderes Ejecutivo y Legislativo.

Es cierto que ninguna norma del Derecho de la Unión impone a los Estados miembros un modelo 
constitucional concreto que regule las relaciones entre los diferentes poderes del Estado, especial-
mente por lo que se refiere a la definición y a la delimitación de sus competencias; sin embargo, 
los Estados miembros deben respetar las exigencias derivadas del Derecho de la Unión y, en espe-
cial, las relativas a la independencia de los órganos jurisdiccionales que se derivan de los artículos 
2 y 19 TUE y 47 de la Carta.

A este respecto, como afirma el Tribunal de Justicia por ejemplo en la Sentencia de 19 de noviem-
bre de 2019, AK, C-585/18 (ECLI:EU:C:2019:982), resulta importante que los jueces se encuentren 
protegidos frente a intervenciones o a presiones externas que puedan amenazar su independen-
cia. Las reglas aplicables al estatuto de los jueces y al ejercicio de sus funciones jurisdiccionales 
deben permitir excluir no solo cualquier influencia directa en forma de instrucciones, sino también 
las formas de influencia más indirecta que pudieran orientar las decisiones de los jueces de que se 
trate y evitar, de este modo, una falta de apariencia de independencia o de imparcialidad de esos 
jueces que pudiera menoscabar la confianza que la Administración de Justicia debe inspirar en los 
justiciables en una sociedad democrática y en un Estado de Derecho.

Esta necesaria independencia de los tribunales frente a las injerencias de otros poderes del Estado 
ha sido examinada por el Tribunal de Justicia en relación, por ejemplo, con los procedimientos 
de nombramiento de los jueces, con los procedimientos que rigen la adscripción de los jueces 
en comisión de servicios, las normas relativas al régimen disciplinario, las que rigen la edad de 
jubilación y la eventual prórroga del ejercicio de la función judicial una vez alcanzada dicha edad, 
así como las relativas a la composición de determinados órganos jurisdiccionales. En todos estos 
asuntos el Tribunal insiste en que es necesario asegurarse de que las condiciones materiales y 
las normas de procedimiento que rigen la adopción de este tipo de decisiones impiden que se 
susciten dudas legítimas en el ánimo de los justiciables por lo que se refiere a la impermeabilidad 
de los jueces frente a elementos externos y en lo que respecta a su neutralidad con relación a los 
intereses en litigio.

En relación con el principio de seguridad jurídica, el Tribunal de Justicia considera que exige, por 
una parte, que las normas de Derecho sean claras y precisas y, por otra, que su aplicación sea 
previsible para los justiciables, en especial cuando puedan tener consecuencias desfavorables. Di-
cho principio exige, en concreto, que una normativa permita a los interesados conocer el alcance 
de las obligaciones que les impone y que estos puedan conocer sin ambigüedad sus derechos y 
obligaciones y adoptar las medidas oportunas en consecuencia.

En cuanto al principio de igualdad ante la Ley, viene específicamente recogido como derecho fun-
damental en el artículo 20 de la Carta, mientras que el artículo 21 del mismo texto legal establece 
el principio de no discriminación. La jurisprudencia del Tribunal de Justicia en materia de igualdad 
es abundantísima, habiendo reconocido que el principio de igualdad de trato, que exige que si-
tuaciones comparables no sean tratadas de manera diferente y que situaciones diferentes no sean 
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tratadas de manera igual, salvo que tal trato esté objetivamente justificado, constituye un principio 
general de Derecho de la Unión.

Además, el Tribunal ha reconocido que la igualdad ante la Ley, consagrada en el artículo 20 de 
la Carta no prevé ninguna limitación expresa de su ámbito de aplicación y, por tanto, se aplica a 
todas las situaciones regidas por el Derecho de la Unión y a todas las personas cuya situación entre 
dentro del ámbito del Derecho de la Unión, con independencia de su origen.

Una manifestación específica del principio de igualdad es la igualdad de los Estados miembros ante 
los Tratados, consagrada en el artículo 4, 2 TUE. Ahora bien, como ha reconocido el Tribunal en 
la Sentencia de 21 de diciembre de 2021, Euro Box Promotion, C-357/19 (ECLI:EU:C:2021:1034), la 
Unión solo puede respetar la igualdad si los Estados miembros, en virtud del principio de primacía 
del Derecho de la Unión, se ven en la imposibilidad de hacer prevalecer una medida unilateral de 
cualquier tipo frente al ordenamiento jurídico de la Unión.

En cuanto al principio de legalidad, el Tribunal lo aborda a través de diferentes aspectos. Por un 
lado, el Tribunal lo examina en relación con la posibilidad de impugnar la validez de los diferentes 
tipos de normas, elemento este que se puede también analizar a la luz del control jurisdiccional 
al que, a continuación, nos referiremos y a la presunción de validez. Así, en la Sentencia de13 
de febrero de 1979, Granaría, C-101/78 (ECLI:EU:C:1979:38), el Tribunal afirma que del sistema 
normativo y jurisprudencial instituido por el Tratado se desprende que, si bien es cierto que, para 
los sujetos de Derecho, el respeto del principio de legalidad comunitario implica la posibilidad de 
impugnar en vía judicial la validez de los Reglamentos, no lo es menos que dicho principio implica 
igualmente para todos los sujetos de Derecho comunitario la obligación de reconocer plena efica-
cia a los Reglamentos mientras su invalidez no haya sido declarada por un órgano jurisdiccional 
competente.

El Tribunal también identifica principio de legalidad y aplicación efectiva del Derecho. Así, en el 
Auto de 27 de noviembre de 2017, Comisión/Polonia, C-441/17R (ECLI:EU:C:2017:877), el Tribunal 
declara que el hecho de hacer respetar por un Estado miembro las medidas provisionales adop-
tadas por el juez que conoce de las medidas provisionales, previendo la imposición de una multa 
coercitiva en caso de incumplimiento de estas, tiene por objeto garantizar la aplicación efectiva del 
Derecho de la Unión, la cual es inherente al valor del Estado de Derecho, consagrado en el artículo 
2 TUE y en el que se basa la Unión Europea.

Por último, el Tribunal aborda el principio de legalidad en relación con la exigencia de una base 
legal. Así, el Tribunal considera que las intervenciones de los poderes públicos en la esfera de la 
actividad privada de cualquier persona, sea física o jurídica, han de tener un fundamento legal y 
estar justificadas por las causas previstas en la Ley y, en consecuencia, debe existir una protección 
contra las intervenciones que sean arbitrarias o desproporcionadas. Igualmente, el imperativo de 
seguridad jurídica exige que todo acto destinado a producir efectos jurídicos reciba su fuerza obli-
gatoria de una disposición de Derecho de la Unión que debe indicarse como base legal.

En cuanto al control judicial, como el Tribunal lo ha declarado en la Sentencia de 25 de julio de 
2018, LM, C-216/18PPU (ECLI:EU:C:2018:586), la existencia misma de un control judicial efectivo 
para garantizar el cumplimiento del Derecho de la Unión es inherente a un Estado de Derecho. En 
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este sentido, para garantizar la preservación de las características específicas y la autonomía del 
ordenamiento jurídico de la Unión, los Tratados han creado un sistema jurisdiccional destinado a 
garantizar la coherencia y la unidad en la interpretación y la aplicación del Derecho de la Unión.

Este sistema jurisdiccional se caracteriza por su descentralización, siendo jueces de la Unión tanto 
el Tribunal de Justicia como los órganos jurisdiccionales nacionales de los Estados miembros. 
Utilizando las palabras del Tribunal en su Dictamen 1/09, de 8 de marzo de 2011, sobre un sis-
tema unificado de resolución de litigios en materia de patentes (ECLI:EU:C:2011:123), incumbe a 
los órganos jurisdiccionales nacionales y al Tribunal de Justicia garantizar la plena aplicación del 
Derecho de la Unión en el conjunto de los Estados miembros y la tutela de los derechos que ese 
ordenamiento confiere a los justiciables.

Por último, como elemento integrante del Estado de Derecho, el Tribunal incluye el respeto de la 
tutela judicial efectiva vinculada a la independencia judicial.

El Tribunal ha declarado que la exigencia de independencia e imparcialidad de los jueces está inte-
grada en el contenido esencial del derecho a la tutela judicial efectiva y del derecho fundamental 
a un proceso equitativo, que reviste una importancia capital como garante de la protección del 
conjunto de los derechos que el Derecho de la Unión confiere a los justiciables y de la salvaguardia 
de los valores comunes de los Estados miembros proclamados en el artículo 2 TUE, en particular 
el valor del Estado de Derecho.

El Tribunal de Justicia examina el respeto de la independencia de los jueces y tribunales a la luz 
de los artículos 19, 1 TUE y 47 de la Carta, y considera que todo Estado miembro debe, en virtud 
del primero de estos artículos, asegurar que las instancias que forman parte, como órganos juris-
diccionales, de su sistema de vías de recurso en los ámbitos cubiertos por el Derecho de la Unión 
satisfacen las exigencias de una tutela judicial efectiva y, por tanto, deben garantizar su indepen-
dencia.

En cuanto al artículo 47 de la Carta, el Tribunal ha declarado que se deduce de su propio enun-
ciado que el derecho fundamental a un recurso efectivo que este artículo consagra implica, en 
particular, el derecho de cualquier persona a que su causa sea oída de forma equitativa por un 
tribunal imparcial e independiente.

Además, el Tribunal ha reconocido que ambos artículos gozan de efecto directo y son suficientes 
por sí solos para conferir a los particulares un derecho subjetivo invocable como tal.

Pero la independencia judicial no solo es un elemento esencial de la tutela judicial efectiva, tam-
bién lo es para el buen funcionamiento del sistema de cooperación judicial establecido en el 
mecanismo de remisión prejudicial, previsto en el artículo 267 TFUE, dado que, conforme a la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia, tal mecanismo únicamente puede ser activado por un ór-
gano que, con competencia para aplicar el Derecho de la Unión, sea independiente. Igualmente, 
la independencia judicial resulta esencial en el marco de las medidas adoptadas en el ámbito de 
la cooperación judicial civil y penal, dado que estas medidas descansan en la confianza mutua de 
los Estados miembros respecto de los sistemas judiciales respectivos y se basan en la premisa de 
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que los órganos jurisdiccionales de los otros Estados miembros responden a las exigencias de una 
tutela judicial efectiva, entre las que se encuentra, muy especialmente, la independencia judicial.

2.2.	 Características 

Analizado el contenido del valor Estado de Derecho desarrollado por el Tribunal de Justicia, vamos 
a examinar cuáles son sus características.

En primer lugar, el valor Estado de Derecho es un valor común a todos los Estados miembros. Como 
el Tribunal de Justicia ha afirmado en la Sentencia de 6 de marzo de 2018, Achmea, C-284/16 
(ECLI:EU:C:2018:158), el Derecho de la Unión se asienta en la premisa fundamental de que cada 
Estado miembro comparte con los demás Estados miembros y reconoce que estos comparten con 
él una serie de valores comunes en los que se fundamenta la Unión.

Esta premisa implica y justifica la existencia de una confianza mutua entre los Estados miembros en 
el reconocimiento de esos valores y, por tanto, en el respeto del Derecho de la Unión que los aplica.

Estos valores compartidos fundamentan tanto el principio de reconocimiento mutuo como el prin-
cipio de confianza mutua que tienen una importancia fundamental en el Derecho de la Unión, 
dado que permiten la creación y el mantenimiento de un espacio sin fronteras interiores.

En segundo lugar, el valor Estado de Derecho no es, como ha reconocido el Tribunal de Justicia 
en la Sentencia de 16 de febrero de 2022, Hungría/Parlamento y Consejo, C-156/21 (ECLI:EU-
:C:2022:97), una simple declaración de intenciones de carácter político o una mera orientación, 
sino que es un valor que forma parte de la identidad misma de la Unión, como ordenamiento 
jurídico común, y que se concretiza en una obligación jurídicamente vinculante para los Estados 
miembros. En definitiva, es una obligación de resultado que se deriva directamente de los com-
promisos contraídos por los Estados miembros frente a los demás Estados miembros y respecto 
de la Unión.

En tercer lugar, el respeto del valor Estado de Derecho constituye una condición para el ingreso, 
como Estado miembro, en la Unión, dado que, conforme al artículo 49 TUE, cualquier Estado eu-
ropeo que respete los valores mencionados en el artículo 2 TUE y se comprometa a promoverlos 
podrá solicitar el ingreso como Estado miembro.

En cuarto y último lugar, el respeto del valor Estado de Derecho constituye un requisito para po-
der disfrutar de todos los derechos derivados de la aplicación de los Tratados. Como el Tribunal 
ha declarado en la Sentencia de 20 de abril de 2021, Repubblika, C-896/19 (ECLI:EU:C:2021:311), 
no es suficiente que un Estado miembro respete los valores del artículo 2 TUE en el momento 
de la adhesión, es necesario también que continúe respetándolos durante todo el tiempo de su 
permanencia dentro de la Unión. Por tanto, un Estado miembro no puede modificar su legislación 
de modo que dé lugar a una reducción de la protección del valor Estado de Derecho, debiendo 
velar por evitar, en relación con este valor, cualquier regresión de su legislación en materia de la 
Administración de Justicia, absteniéndose de adoptar medidas que puedan menoscabar la inde-
pendencia judicial.
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2.3.	 Instrumentos para garantizar su respeto

A continuación, quiero referirme a los mecanismos que el Derecho de la Unión tiene para ga-
rantizar el respeto del Estado de Derecho, tanto por las Instituciones de la Unión como por los 
Estados miembros, pues, como ha dicho el Tribunal de Justicia en la Sentencias de 16 de febre-
ro de 2022, Hungría y Polonia/Parlamento y Consejo, C-156/21 y C-157/21 (ECLI:EU:C:2022:97 
y EU:C:2022:98), ante dos recursos de anulación interpuestos por Hungría y Polonia contra el 
Reglamento relativo a un régimen general de condicionalidad para la protección del Presupuesto 
de la Unión, si los valores reconocidos en el artículo 2 TUE definen la identidad misma de la Unión, 
esta debe tener la posibilidad de defenderlos.

Estos mecanismos son de muy variada naturaleza, empezando, en primer lugar, por el procedi-
miento contemplado en el artículo 7 TUE, el cual tiene por finalidad permitir al Consejo sancionar 
las violaciones graves y persistentes de los valores contenidos en el artículo 2 TUE y, por tanto, 
también del Estado de Derecho, para obligar al Estado miembro de que se trate a poner fin a 
dichas violaciones.

Para que se inicie este procedimiento es necesario que exista un riesgo claro de violación grave 
por un Estado miembro de los valores del artículo 2 TUE, correspondiendo el derecho de iniciati-
va a un tercio de los Estados miembros, al Parlamento Europeo o a la Comisión. Posteriormente, 
el Consejo, por mayoría de cuatro quintos de sus miembros y previa aprobación del Parlamento 
Europeo, habiendo oído al Estado miembro de que se trate, podrá constatar la existencia de dicho 
riesgo.

En una segunda etapa, el Consejo Europeo, por unanimidad, previa audiencia del Estado miembro 
de que se trate y a propuesta de un tercio de los Estados miembros o de la Comisión, y previa apro-
bación del Parlamento Europeo, puede constatar la existencia de una violación grave y persistente 
de los valores contemplados en el artículo 2 TUE, adoptando medidas que conlleven la suspensión 
de determinados derechos derivados de la aplicación de los Tratados al Estado miembro en cues-
tión, incluidos los derechos de voto del representante del Gobierno de ese Estado en el Consejo.

Dadas las múltiples exigencias de este procedimiento y sobre todo la necesidad de unanimidad 
de los Estados miembros, hasta la fecha solo se ha iniciado una vez contra Polonia, mediante una 
Propuesta motivada de la Comisión de 20 de diciembre de 2017. Este procedimiento fue cerrado 
por la Comisión el 6 de mayo de 2024, por considerar que ya no existe un riesgo claro de violación 
grave del Estado de Derecho en ese Estado miembro.

El Tribunal de Justicia ha tenido ya que pronunciarse en tres ocasiones sobre el procedimiento 
del artículo 7 TUE. La primera, en la Sentencia de 25 de julio de 2018, LM, C-216/18PPU, que ya 
hemos citado, al examinar la relación entre este procedimiento y la Orden de Detención Europea, 
afirmando que la posibilidad de no ejecutar una Orden de Detención Europea porque se constate 
que en el Estado miembro emisor existe un riesgo real de que se viole el contenido esencial del 
derecho fundamental a un proceso equitativo, debido a deficiencias sistemáticas o generalizadas 
del poder judicial de ese Estado miembro que pueden comprometer la independencia de los 
órganos jurisdiccionales de dicho Estado, exige, también en el caso de que el Estado emisor haya 
sido objeto de una propuesta motivada de la Comisión, de conformidad con el artículo 7 TUE, que 
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la autoridad judicial de ejecución compruebe, concreta y precisamente, si en las circunstancias del 
caso de autos existen razones serias y fundadas para creer que la persona buscada, tras su entrega 
al Estado miembro emisor, correrá ese riesgo.

La segunda, en la Sentencia de 3 de junio de 2021, Hungría/Parlamento Europeo, C-650/18 
(ECLI:EU:C:2021:426), al resolver un recurso de anulación interpuesto por Hungría contra una 
Resolución del Parlamento Europeo, en la que este último solicitaba al Consejo que, de confor-
midad con el artículo 7, apartado 1, TUE, constatase la existencia de un riesgo claro de violación 
grave por parte de Hungría de los valores en los que se fundamenta la Unión. El Tribunal declaró 
que este tipo de resoluciones son susceptibles de recurso, que el plazo para interponerlo es de 
dos meses a partir de su adopción y que, a los efectos del cálculo de la mayoría necesaria para 
adoptar la Resolución recurrida, es decir, dos tercios de los votos emitidos, no procede tener en 
cuenta las abstenciones.

La tercera, en las Sentencias de 16 de febrero de 2022, Hungría y Polonia/Parlamento y Consejo, 
anteriormente citadas, reconociendo el carácter no exclusivo del procedimiento del artículo 7 TUE 
y admitiendo que el legislador de la Unión puede establecer otros procedimientos que también se 
refieran a los valores del artículo 2 TUE, pero que tengan un objeto y persigan un objetivo distinto 
al del artículo 7 TUE.

En segundo lugar, el recurso de incumplimiento, previsto en los artículos 258 a 260 TFUE, que 
permite a la Comisión o a un Estado miembro demandar ante el Tribunal de Justicia a un Estado 
miembro por haber incumplido las obligaciones que le incumben en virtud de los Tratados, de-
biéndose tener en cuenta que, en caso de no ejecución de la sentencia condenatoria de incum-
plimiento, la Comisión puede iniciar un nuevo procedimiento solicitando al Tribunal la imposición 
de una multa coercitiva o de una cantidad a tanto alzado al Estado que no haya ejecutado dicha 
sentencia.

En la medida en que, como hemos dicho anteriormente, la obligación de respetar el Estado de 
Derecho es una obligación de resultado que se deriva directamente de los compromisos contraí-
dos por los Estados miembros frente a los demás Estados miembros y respecto de la Unión, este 
mecanismo ha sido utilizado por la Comisión en seis ocasiones, demandando en cinco a Polonia 
por violación del artículo 19 TUE, que, como el Tribunal ha afirmado de forma reiterada, concre-
tiza el valor del Estado de Derecho, y una a Hungría por incumplir las obligaciones que se derivan 
del artículo 2 TUE, al adoptar la Ley LXXIX, de 2021, que introduce medidas más severas contra los 
delincuentes pedófilos y modifica determinadas leyes para proteger a los niños.

En los asuntos contra Polonia, la Comisión cuestionó en primer lugar, en el asunto C-619/18, la le-
gislación polaca en materia de jubilación de los jueces del Tribunal Supremo. En segundo lugar, en 
el asunto C-192/18, la legislación polaca en materia de jubilación, pero en este caso de los jueces 
de los tribunales ordinarios. En tercer lugar, en el asunto C- 791/19, las modificaciones legislativas 
introducidas en Polonia en relación con el régimen disciplinario de los jueces ordinarios. En cuarto 
lugar, en el asunto C- 204/21, las modificaciones legislativas que impiden a todos los órganos juris-
diccionales nacionales comprobar la observancia de las exigencias de la Unión relativas al juez in-
dependiente e imparcial, preestablecido por la ley, que atribuyen a la sala de Control Extraordina-
rio y de Asuntos Públicos la competencia exclusiva para conocer de las imputaciones y cuestiones 
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jurídicas relativas a la falta de independencia de un juez y que atribuyen a la Sala Disciplinaria del 
Tribunal Supremo la facultad para pronunciarse en asuntos que inciden directamente en el esta-
tuto y el ejercicio de la función de juez. En quinto lugar, en el asunto C-448/23, las irregularidades 
en los procedimientos para el nombramiento de tres magistrados del Tribunal Constitucional de 
Polonia y el desconocimiento por dicho Tribunal de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia. Los 
cuatro primeros asuntos han dado ya lugar a sentencias condenatorias de Polonia, mientras que el 
último, así como el recurso contra Hungría, se encuentran todavía pendientes de sentencia.

En concreto, en el asunto C-619/18, la Comisión demandó a Polonia por incumplimiento de las 
obligaciones que incumben a este Estado miembro en virtud del artículo 19, apartado 1, párrafo 
2, TUE, en relación con el artículo 47 de la Carta, al reducir la edad de jubilación de los jueces del 
Tribunal Supremo y aplicar esta medida a los jueces de dicho Tribunal en ejercicio nombrados 
antes del 3 de abril de 2018 y, por otra parte, al atribuir al Presidente de la República la facultad 
discrecional para prorrogar la función jurisdiccional en activo de los jueces de ese Tribunal una vez 
alcanzada la nueva edad de jubilación.

El Tribunal de Justicia, en su Sentencia de 24 de junio de 2019 (ECLI:EU:C:2019:531), estimó el 
recurso al considerar que, aunque es posible reducir la edad de jubilación de los miembros de la 
carrera judicial, sin embargo, es necesario que tal medida esté justificada por un motivo legítimo 
y sea proporcionada en relación con este y siempre que no permita suscitar dudas en el ánimo 
de los justiciables en lo que respecta a la impermeabilidad del tribunal de que se trate frente a 
elementos externos y a su neutralidad en relación con los intereses en litigio.

En el asunto de autos, el Tribunal consideró que la exposición de motivos de la nueva Ley del 
Tribunal Supremo contenía aspectos que podían suscitar dudas en cuanto a que la reforma de 
la edad de jubilación de los jueces en ejercicio del Tribunal Supremo estuviera inspirada, no en 
fomentar el establecimiento de una estructura por edades más equilibrada, facilitando el acceso 
de los jóvenes, como alegaba Polonia, sino en la voluntad de apartar a un determinado grupo de 
jueces.

En cuanto a la facultad del Presidente de la República de decidir si concede o no una prórroga 
del ejercicio de la función jurisdiccional, el Tribunal entendió que no basta, por sí sola, para con-
cluir que se ha violado el principio de independencia judicial. Sin embargo, y como ocurría con 
la reducción de la edad de jubilación, las condiciones materiales y las normas de procedimiento 
que rigen la adopción de tales decisiones no pueden suscitar dudas legítimas en el ánimo de los 
justiciables en lo que respecta a la impermeabilidad de los jueces frente a elementos externos y en 
lo que se refiere a su neutralidad con respecto a los intereses en litigio.

En el caso de autos, el Tribunal de Justicia entendió que las condiciones y normas de procedimien-
to a las que la nueva Ley del Tribunal Supremo supeditaba la prórroga del mandato de juez del 
Tribunal Supremo no satisfacían tales exigencias, dado que dicha prórroga quedaba sujeta a una 
decisión del Presidente de la República que tenía carácter discrecional, por cuanto su adopción no 
estaba sometida a ningún criterio objetivo y verificable y no debía ser motivada.
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En tercer lugar, las medidas cautelares, dado que el artículo 278 TFUE establece que el Tribunal 
de Justicia podrá ordenar las medidas provisionales necesarias en los asuntos de que esté cono-
ciendo.

El Tribunal ha tenido que pronunciarse, hasta la fecha, en cinco ocasiones sobre solicitudes de 
medidas cautelares por parte de la Comisión en recursos interpuestos por esta institución contra 
Polonia por incumplimientos de las obligaciones que incumben a dicho Estado miembro en virtud 
del artículo 19 TUE, que, como hemos dicho, concretiza el valor del Estado de Derecho.

Me gustaría destacar el Auto del Vicepresidente del Tribunal de 27 de octubre de 2021, dictado 
en el asunto C-204/21R, Comisión/Polonia (ECLI:EU:C:2021:334), en el que la Comisión solicitó 
del Tribunal que condenase a Polonia al pago de una multa coercitiva diaria al presupuesto de la 
Unión a fin de incitar a este Estado miembro a dar cumplimiento, a la mayor brevedad, a las obli-
gaciones que le incumben en virtud del Auto de medidas cautelares de la Vicepresidenta de 14 de 
julio de 2021. El Tribunal accedió a la medida solicitada e impuso una multa coercitiva de un millón 
de euros diarios a Polonia con el fin de disuadir a este Estado miembro de retrasar la adecuación 
de su comportamiento a dicho auto.

En cuarto lugar, las cuestiones prejudiciales, pues, aunque el Tribunal no puede, a través de una 
cuestión prejudicial, declarar el incumplimiento de un Estado miembro, sin embargo, sí puede 
dar al órgano jurisdiccional nacional los elementos de interpretación del Derecho de la Unión que 
pueden serle útiles para determinar si la legislación nacional es o no incompatible con el Derecho 
de la Unión.

Esto es lo que el Tribunal ha hecho en las Sentencias de 19 de noviembre de 2019, AK, de 2 de 
marzo de 2021, AB, de 6 de octubre de 2021, WZ, de 13 de julio de 2023, YP y de 21 de diciembre 
de 2023, Krajowa Rada Sadownictwa, en relación con Polonia, en la Sentencia de 20 de abril de 
2021, Repubblika, respecto de Malta, en las Sentencias de 18 de mayo de 2021, Asociatia Forumul 
Judecatorilor din Romania, de 21 de diciembre de 2021, Euro Box Promotion, de 22 de febrero 
de 2022, RS y de 8 de mayo de 2024, Asociatia Forumul Judecatorilor din Romania, respecto de 
Rumania, en la Sentencia de 23 de noviembre de 2021, IS, respecto de Hungría, y en la Sentencia 
de 11 de julio de 2024, Hann Invest, respecto de Croacia.

En este punto es necesario poner de relieve que ha sido a través de cuestiones prejudiciales plan-
teadas por órganos jurisdiccionales de algunos Estados miembros, como el Tribunal se ha pronun-
ciado, en un primer momento, sobre aspectos relativos al respeto del Estado de Derecho por los 
Estados miembros. Dada la mayor lentitud en la tramitación de los recursos de incumplimiento, 
al exigir el agotamiento previo de la fase precontenciosa, en muchos casos los incumplimientos 
imputados por la Comisión a Polonia habían sido ya objeto de examen por el Tribunal a través de 
cuestiones prejudiciales planteadas por jueces polacos. Ahora bien, esto no significa que los re-
cursos de incumplimiento no fueran necesarios, pues, como decíamos anteriormente, son el único 
mecanismo para declarar el incumplimiento por un Estado miembro de las obligaciones que le 
incumben en virtud de los Tratados.

En quinto lugar, el mecanismo de condicionalidad, previsto en el Reglamento 2020/2092, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2020, que establece las reglas nece-
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sarias para la protección del presupuesto de la Unión en caso de violación de los principios del 
Estado de Derecho en los Estados miembros.

El artículo 2, a), de este Reglamento define, a los efectos de dicho Reglamento, el valor Estado de 
Derecho consagrado en el artículo 2 TUE, declarando que comprende los principios de legalidad, 
que implica un proceso legislativo transparente, democrático, pluralista y sujeto a rendición de 
cuentas; de seguridad jurídica; de prohibición de la arbitrariedad del poder ejecutivo; de tutela 
judicial efectiva, que incluye el acceso a la justicia, por parte de órganos jurisdiccionales indepen-
dientes e imparciales, también en lo que respecta a los derechos fundamentales; de separación de 
poderes y de no discriminación e igualdad ante la ley. Sin embargo, hay que recordar que, como 
ha declarado el Tribunal de Justicia en las Sentencias de 16 de febrero de 2022, este artículo no 
pretende definir exhaustivamente el concepto de Estado de Derecho, sino que se limita a especi-
ficar, a los solos efectos de dicho Reglamento, varios de los principios que abarca y que, según el 
legislador de la Unión, son los más pertinentes, en relación con el objeto del citado Reglamento, 
para garantizar la protección del presupuesto de la Unión.

Conforme al artículo 3 del Reglamento, se considera que existen indicios de vulneración de los 
principios del Estado de Derecho cuando se pone en peligro la independencia de los jueces, cuan-
do no se impide, corrige o sanciona decisiones arbitrarias o ilícitas por parte de las autoridades 
públicas, cuando se retienen recursos financieros y humanos que afecten a su buen funciona-
miento o no se garantiza la ausencia de conflictos de interés y cuando se limita la disponibilidad 
y eficacia de las vías de recurso judiciales o se limita la investigación, la persecución o la sanción 
efectiva de las infracciones.

Para que se adopten sanciones contra un Estado miembro es necesario que una vulneración de los 
principios del Estado de Derecho en un Estado miembro afecte o amenace con afectar la buena 
gestión del presupuesto de la Unión de un modo suficientemente directo.

Esto es lo que ha ocurrido en relación con Hungría al decidir el Consejo, sobre la base de una Pro-
puesta de la Comisión, de 18 de septiembre de 2022, la suspensión del pago de 6.300 millones de 
euros a Hungría por violaciones sistemáticas de los principios del Estado de Derecho, en particular 
de los principios de seguridad jurídica y de prohibición de la arbitrariedad del poder ejecutivo en 
materia de contratación pública y la falta de un marco de lucha contra la corrupción que funcione 
y sea eficaz.

Por último, ante el problema del respeto del Estado de Derecho en algunos Estados miembros, la 
Unión ha desarrollado diversas iniciativas. Así, el Consejo de Justicia y Asuntos de Interior, cele-
brado en Luxemburgo los días 6 y 7 de junio de 2013, decidió poner en marcha un nuevo diálogo 
sobre el Estado de Derecho con los Estados miembros, sobre una base anual. Dentro de este diá-
logo, la Comisión en 2014 estableció un nuevo marco de la UE para reforzar el Estado de Derecho 
que crea un instrumento de alerta rápida para poner fin a las amenazas que puedan existir en los 
Estados miembros respecto del futuro del Estado de Derecho antes de que se reúnan las condicio-
nes para activar el mecanismo del artículo 7 TUE. La Comisión elabora un informe anual sobre el 
Estado de Derecho que refleja la situación en cada Estado miembro en relación con las exigencias 
del Derecho de la Unión y también las recomendaciones y dictámenes del Consejo de Europa y, 
desde 2022, contiene recomendaciones a cada uno de los Estados miembros. En concreto, en el 
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quinto informe, publicado el 24 de julio de 2024, la Comisión recomienda a España que se refuer-
ce el estatuto del Fiscal General, en particular en lo que respecta a la disociación temporal de los 
mandatos del Fiscal General del Estado y del Gobierno, que se impulse el proceso de adaptación 
del procedimiento de nombramiento de los jueces miembros del Consejo General del Poder Judi-
cial, teniendo en cuenta las normas europeas, que se proceda a aprobar la Ley sobre la actividad 
de los grupos de interés, que se acorte la duración de las investigaciones y enjuiciamiento de los 
asuntos de corrupción, que se robustezcan las normas sobre conflictos de intereses y declaracio-
nes de patrimonio de los altos cargos de la Administración y que se avance en la mejora del acceso 
a la información.

2.4.	 El papel de los jueces nacionales

Hemos analizado los mecanismos que tiene la Unión para garantizar el respeto del Estado de De-
recho; sin embargo, este análisis estaría incompleto si no hacemos mención del papel esencial que 
desempeñan los jueces nacionales de los Estados miembros, como jueces de Derecho de la Unión, 
a la hora de garantizar el respeto por los Estados miembros de los principios y valores de la Unión.

En efecto, en el ordenamiento jurídico de la Unión, la tutela judicial efectiva de los derechos que 
este ordenamiento confiere a los particulares no recae de forma exclusiva en el Tribunal de Justi-
cia, sino que también los jueces nacionales desempeñan un papel esencial. Como el Tribunal de 
Justicia lo ha afirmado de forma reiterada, el juez nacional lleva a cabo, en colaboración con el 
Tribunal, una función que se les atribuye en común, para asegurar el respeto del Derecho en la 
interpretación y aplicación de los Tratados.

Pues bien, en virtud del principio de primacía del Derecho de la Unión, que consagra la preemi-
nencia de este Derecho sobre el de los Estados miembros, los jueces nacionales tienen la obliga-
ción de garantizar la plena eficacia de las distintas normas de la Unión, sin que el Derecho de los 
Estados miembros pueda afectar a dicha eficacia.

Además, el principio de interpretación conforme del Derecho interno, en virtud del cual el órgano 
jurisdiccional nacional está obligado a dar al Derecho interno, en la medida de lo posible, una 
interpretación conforme con las exigencias del Derecho de la Unión, es inherente al régimen de 
los Tratados, en la medida en que permite que el órgano jurisdiccional nacional garantice, en el 
marco de sus competencias, la plena efectividad del Derecho de la Unión al resolver el litigio del 
que conozca.

Si no fuera posible una interpretación conforme, el juez nacional tendrá la obligación de dejar 
inaplicada, si fuera necesario, cualquier disposición contraria de la legislación nacional sin que 
deba esperar o solicitar su previa eliminación por vía legislativa o mediante cualquier otro proce-
dimiento constitucional.

El cumplimiento de la obligación de aplicar íntegramente cualquier disposición con efecto direc-
to de Derecho de la Unión ha de considerarse indispensable para garantizar la plena aplicación 
de este Derecho en todos los Estados miembros y también como una condición necesaria para 
garantizar el respeto de la igualdad de los Estados miembros ante los Tratados que excluye la po-
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sibilidad de hacer prevalecer, contra el ordenamiento jurídico de la Unión, una medida unilateral 
de cualquier tipo y constituye una manifestación del principio de cooperación leal enunciado en 
el artículo 4, apartado 3 TUE. 

Por tanto, es incompatible con las exigencias inherentes a la propia naturaleza del Derecho de la 
Unión toda norma o práctica nacional que tenga por efecto disminuir la eficacia del Derecho de 
la Unión por el hecho de negar al juez competente para aplicar ese Derecho la facultad de hacer, 
en el momento mismo de dicha aplicación, cuanto sea necesario para descartar las disposiciones 
o prácticas nacionales que, en su caso, constituyan un obstáculo a la plena eficacia de las normas 
de Derecho de la Unión.

En definitiva, como dice la Comisión en su quinto informe anual sobre el Estado de Derecho en la 
Unión Europea, el Estado de Derecho es un valor fundacional de la Unión Europea esencial para 
su funcionamiento y para la aplicación efectiva del derecho de la Unión, en virtud del Estado de 
Derecho, todos los poderes públicos deben siempre actuar dentro de los límites previstos por la 
Ley.

El valor del Estado de Derecho define la identidad misma de la Unión como Comunidad de Dere-
cho y su respeto constituye una obligación de resultado y un requisito para entrar a formar parte, 
como Estado miembro, de la Unión y para poder disfrutar de todos los derechos derivados de la 
aplicación de los Tratados, lo que significa que los Estados miembros deben evitar, en relación con 
este valor, cualquier modificación de su legislación que dé lugar a una reducción de la protección 
del Estado de Derecho.

Por tanto, el valor del Estado de Derecho es consustancial a la identidad de la Unión Europea y 
es esa identidad la que reúne a todos los europeos y la base sobre la que se puede construir una 
unión cada vez más estrecha entre los pueblos de Europa.


